
—Despierte, compadre. Le tengo una novedad científica. Usted y yo somos
un excelente abono pa’ las plantas, ¿cachái?
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La promesa de condonación del Crédito con Aval
del Estado (CAE) fue hecha sin un estudio serio
que mostrara sus costos y la fuente para su finan-
ciamiento. Tampoco había un análisis básico de

su retorno social. Sí se sabía, en cambio, que la economía
estaba en una trayectoria deprimida, que la situación fis-
cal era compleja y que la pandemia iba a dejar un conjun-
to de problemas pendientes, como la recuperación de los
aprendizajes y la gestión de las atenciones de salud pos-
tergadas por la emergencia sanitaria. El abordaje de estos
asuntos requería recursos que hoy han probado ser insu-
ficientes, pero tampoco se
pueden destinar más, por-
que deben generarse espa-
cios para financiar la referi-
da condonación. Mientras,
el solo anuncio de esta ha generado un aumento conside-
rable en la morosidad: a fines de 2021, los morosos eran
364 mil; dos años más tarde, llegaron a 539 mil. De hecho,
en el presupuesto de 2024 el Ejecutivo ya tuvo que desti-
nar más de US$ 100 millones adicionales —totalizando
US$ 300 millones— para cumplir con el aval del Estado
frente al no pago de los créditos.

En la tramitación presupuestaria del año pasado,
precisamente, el Gobierno firmó un protocolo en el que
se comprometió a presentar un proyecto para materiali-
zar sus promesas y terminar con el CAE, antes de ingresar
la Ley de Presupuesto 2025. Hace pocos días se crearon
nuevas expectativas al trascender que hoy, en cadena na-
cional, el Presidente Boric delinearía el proyecto. Sorpre-
sivamente, sin embargo, la iniciativa ha sido ahora pos-

tergada, con el argumento de que la agenda legislativa no
daría espacio en estos momentos. Es un planteamiento
que no resulta creíble. Después de todo, el tema fue una
propuesta emblemática y el Gobierno está en la última
parte de su tercer año sin dar esbozos precisos. La reali-
dad es que se trata de una iniciativa cara y políticamente
compleja. Ambos factores están entrelazados, más aún
cuando el Ejecutivo tiene una situación fiscal difícil, sin
grandes posibilidades de aumentar los ingresos estructu-
rales y, por tanto, los gastos permanentes. Además, más
allá de los morosos, había a diciembre pasado 356 mil

personas al día y la autori-
dad ya anunció que no po-
día haber condonaciones sin
incluirlas.

Todo esto habla de la
irresponsabilidad original del anuncio y de la poca capa-
cidad del Gobierno, una vez comprendido el error, para
gestionar el tema. Quizás se explique porque, en algún
momento, algunas autoridades pensaron que una even-
tual sustitución del CAE generaría ahorros respecto de
los desembolsos actuales, los que permitirían financiar, al
menos parcialmente, la condonación. Nunca estuvo muy
claro cómo se hicieron esos cálculos, pero aquí no hay ata-
jos: esta es una iniciativa onerosa, a menos que la condo-
nación sea simbólica y se concentre en un grupo acotado
de desertores, y se actúe para que morosos de ingresos
suficientes se pongan al día y contribuyan al financia-
miento de un crédito que debe ser sostenible. Ese camino
no produce grandes dividendos electorales, pero, en las
condiciones actuales, es la política responsable. 

Todo esto habla de la irresponsabilidad de

haber prometido condonar esta deuda.

CAE, compromiso incumplido

Son cada vez más numerosos y frecuentes los testi-
monios de autoridades municipales, científicas o
empresariales, entre otras —además de lectores
de este diario, expresados en Cartas al Direc-

tor—, que se quejan del actuar del Consejo de Monu-
mentos Nacionales (CMN). En un caso, porque un im-
portante proyecto de infraestructura urbana, como la
Línea 7 del metro, se ve entorpecido y parcialmente pa-
ralizado por el hallazgo de botellas de vidrio y otras va-
sijas de una antigua fábrica de cerveza; en otro, porque
las exigencias que el CMN puso para la recuperación de
un edificio histórico en Val-
paraíso para ser utilizado
por un grupo científico fue-
ron tan onerosas que la ini-
ciativa debió ser abandona-
da, con el resultado, al decir
del director del proyecto,
que “ni se recuperó el edificio, ni se contribuyó a la cien-
cia; lo único que se ha preservado son las ruinas de ese
sector de la ciudad”; en un tercero, se consigna que al
pavimentarse un camino turístico del sur del país se de-
jaron, hace ya ocho años, cuatro cortos tramos sin com-
pletar, porque se habían encontrado restos arqueológi-
cos, sin que hasta ahora se observen trabajos pesquisán-
dolos. Asimismo, hay caminos que debieron triplicar su
tiempo de construcción, hospitales que han retrasado
notablemente su compleción y varios cuya construcción

está detenida, todo ello por la acción del CMN.
Los descargos de la subsecretaria de Patrimonio Cul-

tural, quien preside el CMN, dejan demasiado que de-
sear. No basta con ofenderse y considerar “inaceptables”
las críticas, ni complacer a sus funcionarios diciendo que
la repartición maneja “un alto volumen de autorizaciones
por persona, fuera de lo normal dentro del trabajo y la
función del Estado”, o afirmar vaguedades como que “no
es un buen legado acelerar las inversiones a costa de la
protección del patrimonio y del medio ambiente”. Es ne-
cesario hacerse cargo del fondo de las críticas: frente a

proyectos de inversión que
crean valor y trabajo para la
sociedad, el CMN no ha sido
capaz de discriminar entre
el pasado de escaso valor y
el patrimonio histórico y ar-
queológico que sí lo tiene. 

Y si el problema es que la ley que lo rige le impide
hacerlo, entonces el Gobierno, al asumir sus funciones,
debió continuar en el Senado el trámite de la ley que mo-
dernizaría al CMN, en vez de invertir otros dos años y
medio en consultas ciudadana e indígena de dudosa per-
tinencia. Lo que el CMN requiere son personas cuya for-
mación, experiencia y visión de conjunto les permitan ha-
cer las distinciones adecuadas para lograr el necesario ba-
lance entre el valor futuro que generan los proyectos de
inversión y el patrimonio valioso que no es solo pasado. 

El CMN no ha sido capaz de discriminar

entre el pasado de escaso valor y el patrimonio

histórico y arqueológico que sí lo tiene. 

Entre el pasado y el patrimonio

“Qué espanto la cantidad de muertos,
mijito, en estas Fiestas Patrias. Un espan-
to”, espeta la tía hace unos días. “¿Cómo
puede ser posible? Hace ya tantos años, y
por tan diversas insti-
tuciones, que se vie-
nen haciendo campa-
ñas en contra de la
conducción bajo los
efectos del alcohol o,
en positivo, llamando
a no manejar en esas
condiciones. Pero si-
gue habiendo acci-
dentes y muertes evi-
tables. Un horror”.

Y si se trata de ce-
lebrar en estos días y
no de tener que la-
mentar tragedias, resulta casi un sarcas-
mo. Entiendo que el año pasado fueron
23 las personas fallecidas, pero casi el do-
ble en 2022. Según informó Emol duran-
te la semana, “los últimos cinco años re-
gistran 138 muertos en Fiestas Patrias”.

Terrible. Claro, habrá algún astuto por
ahí, que, viendo diversos indicadores, dirá

que en Chile mueren alrededor de 380
personas diariamente (según datos que
busqué en la web, esto sería efectivo). Pe-
ro hay ahí cientos, quizá miles, de causa-

les. Y de las más diver-
sas. De lo que se queja
la tía —y con ella, casi
el país entero— es que
aquellas “otras” muer-
tes tienen relación di-
recta con las “Fiestas”
Patrias.

“Habrá que seguir
con las campañas, mi-
jito. Educar, educar y
educar. Y ayudar, tam-
bién. Por ejemplo, lo de
ampliar los horarios en
algunas líneas del me-

tro fue una idea genial. Así se evitan via-
jes en auto”, agrega tía Waverly.

Por nuestra parte, nos quedamos tran-
quilos en nuestro departamento en Ñu-
ñoa comiendo empanadas y viendo la Pa-
rada Militar.

D Í A  A  D Í A

¿Fiestas? Patrias

B. B. COOPER

Luego de las Fiestas Patrias el país se encami-
na a los últimos meses del año en medio de una
agitada agenda política y judicial, en la que
también abundan las promesas de campaña y
distintas acusaciones e iniciativas que se super-
ponen unas a otras, en una especie de pelea sin
tregua por encontrar un espacio de discusión
en el Congreso, en los medios de comunicación
y en las redes sociales. 

Las próximas semanas estarán marcadas por
la salida y formalización del general director de
Carabineros por delitos de lesa humanidad y el
consiguiente precedente e impacto que puede
tener en la tarea de la policía uniformada; la
conmemoración del quinto aniversario del es-
tallido (cuya fecha, quién lo diría hace solo al-
gunos años, parece incomodar sobre todo al
oficialismo, que sigue sin encontrar un discur-
so coherente y creíble que le permita hacerse
cargo de sus actuaciones y declaraciones cuan-
do era oposición, sin abandonar muchas de sus
aspiraciones que quedaron plasmadas en la
propuesta de la Convención Constitucional);
las elecciones de gobernadores, alcaldes y con-
cejales, en las que difícilmente los sectores de
centro y de derecha podrán capitalizar para sí
el mayoritario rechazo a la gestión guberna-
mental; el caso Audio y sus muchas aristas, en-
tre las que está el inicio de la tramitación de una
serie de acusaciones constitucionales contra
ministros de la Corte Suprema (hay en el Sena-
do, también, procesos de designación de ma-
gistrados pendientes y el ministro de Justicia
ha anunciado una profunda reforma al sistema
de nombramiento de magistrados); y una bate-
ría de proyectos que incluyen una Ley de Pre-

supuesto que debiera incorporar un ajuste fis-
cal que, dadas las últimas cifras económicas,
resulta indispensable; la llamada agenda de se-
guridad, e iniciativas propias de promesas de
campaña del Gobierno, como la referida al
Crédito con Aval del Estado (CAE) y a la euta-
nasia, entre otras. Todo ello sin considerar la
compleja y controvertida reforma de pensio-
nes, cuya tramitación el Gobierno pretende
acelerar antes del receso legislativo.

Más allá del legítimo debate sobre el mérito
y oportunidad que puedan tener los diferentes
proyectos —el Gobierno hasta ahora ha sido
incapaz de establecer siquiera una prioriza-
ción legislativa coherente con sus discursos y
tampoco ha podido presentar iniciativas, co-
mo la del CAE, pese a sus reiterados y perento-
rios anuncios—, la ausencia de la discusión de
una reforma al régimen político y electoral es
uno de los hechos más notorios y lamentables.
Y es que a la base de muchos de los problemas
por los que atraviesa el país está la existencia
de un sistema político fallido, que fomenta la
atomización y debilidad de los partidos, favo-
rece propuestas populistas y ganancias de cor-
to plazo, dificulta alcanzar amplios acuerdos
para abordar con seriedad y carácter técnico
los principales problemas que afronta el país,
y, en definitiva, genera inestabilidad e ingo-
bernabilidad. 

La llamada década perdida en términos de
crecimiento del país y merma de expectativas
de mejora de la calidad de vida de las personas
puede explicarse en parte por esa debilidad
institucional, incapaz de hacerse cargo de los
nuevos desafíos que se presentan.

LA SEMANA POLÍTICA
Agenda ausente

A la base de
muchos de los
problemas por los
que atraviesa el
país está la
existencia de un
régimen político y
electoral fallido,
que fomenta la
atomización y
debilidad de los
partidos, favorece
propuestas
populistas y
ganancias de
corto plazo.

Frente a la crisis
de credibilidad
institucional que
muestran las
encuestas, que el
caso Audio y sus
diversas
ramificaciones ha
agudizado en los
últimos meses,
poco se ha dicho
del impacto que
ha tenido en ello
la reforma al
sistema electoral.

Deterioro político e institucional
De otro lado, frente a la crisis de credibili-

dad institucional que muestran las encuestas,
que el caso Audio y sus diversas ramificacio-
nes ha agudizado en los últimos meses, poco
se ha dicho del impacto que ha tenido en ello
el sistema político y electoral. Sin perjuicio
de las ineludibles responsabilidades perso-
nales por los ilícitos que puedan haberse co-
metido, es indudable que los cambios que se
hicieron durante el segundo gobierno de Mi-
chelle Bachelet al sistema electoral han con-
tribuido a un sensible deterioro de la calidad
de la política.

La existencia de varios partidos y agrupacio-
nes en el Congreso ha tenido como resultado el
que las autoridades tengan que negociar casi
con cada uno de los parlamentarios si quieren
sacar adelante un proyecto de ley o un determi-
nado nombramiento. Y como es de suponer,
varias veces se han visto presionados a ceder

en verdaderos chantajes, en que terminan im-
poniéndose los intereses particulares por sobre
el bien común. Esas modificaciones al sistema
electoral han sido un factor que ha contribuido
a rebajar la acción de la política, produciendo
un efecto deletéreo en distintas instituciones.
No sería descaminado especular que los men-
sajes recientemente conocidos sobre los proce-
sos de nombramiento de magistrados son en
parte una consecuencia de ello.

De ahí que si se quiere avanzar en probidad
y fortalecimiento institucional, sea necesario
hacer una reforma al sistema político y electo-
ral. El acuerdo alcanzado de forma transver-
sal en la Comisión de Expertos en el último
proceso constitucional podría servir como
una de las bases para abrir la discusión en el
Congreso. Para lograr esta reforma, más allá
de las palabras, el impulso del Ejecutivo re-
sulta indispensable.

La TV mues-
tra familias espe-
rando entrar al
parque O’Hig-
gins. No son las
8:00 a. m., faltan
horas para el ini-
cio de la Parada
Militar. ¿De dón-
de viene?, pre-
gunta la periodis-
ta. De Tomé, dice
la señora, “viaja-
mos en bus y nos vinimos directo
para acá. No podíamos perdernos a
nuestro orgullo, nuestro hijo, que
desfila hoy”. ¿Y ustedes? “De Con-
cepción. Estamos desde las 5:00 a.
m. por una hija y un sobrino; son
nuestro orgullo. No
los vemos hace me-
ses y este es un logro
gigante para ellos y
nosotros”, dijo el se-
ñor. Una y otra vez
se repitió el relato.
Gente celebrando el
sacrificio de sus jóve-
nes. Esos minutos fueron de lo me-
jor de las Fiestas Patrias. Si TVN
quiere cortar las millonarias pérdi-
das ¡̄qué despilfarro!̄ quizás debería
reportear más esa temática. El Chile
profundo no es de realities frívolos,
es de gente que quiere salir adelante
en base a esfuerzo.

Hay buenas razones económi-
cas para pensar que en la actualidad
un paso por el rigor propio de las
FF.AA. puede tener un retorno po-
sitivo de largo plazo, independien-
te de la carrera que el joven siga.
Una obvia: condición necesaria pa-
ra ejercer un buen liderazgo es ha-
berse puesto en los zapatos de
quien ejecuta órdenes. El corolario
es directo: el peor jefe es aquel que
nunca le ha trabajado un peso a na-
die, que llegó al cargo por las cir-
cunstancias y no por el esfuerzo.

Otra razón es la adquisición de
habilidades de alta demanda hoy en
toda pega: disciplina, resiliencia,

responsabilidad y trabajo en equipo.
Pregunta de PAES: Frente a la sos-
pecha de que estas características, en
general, escasean en lo que se cono-
ce como la “generación de cristal”,
¿qué debería pasar con las oportuni-
dades laborales de quienes sí las po-
seen? Respuesta: Se los van a pelear.
Yapa: Sume manejo de tecnología.

¿Evidencia que justifique esa
posibilidad? En EE.UU., el enlista-
miento voluntario está asociado a
aumentos salariales futuros entre
US$ 5.500 y US$15.000 anuales en-
tre los cadetes de origen socioeco-
nómico bajo, independiente de si
continúan carrera en las FF.AA.
(Greenberg et al., 2022). En Portu-
gal, el servicio militar puede au-

mentar 4-5% los
sueldos futuros de
personas con bajos
niveles de educación
(Card y Cardoso,
2012). En Chile falta
investigación. Algo
se hizo sobre el im-
pacto del servicio

militar en la inserción financiera el
2018, pero hay espacio para más.

Por supuesto, la formación mili-
tar requiere diseño y gestión de ex-
celencia. Chile sabe de enormes dra-
mas por errores en ese proceso (por
ejemplo, Antuco). Estos han obliga-
do a las FF.AA. a mejorar sus proce-
sos formativos y ahora avanzan en
aumentar el número de postulantes.
Hay que mirar ese proceso. Frente a
las falencias del sistema de educa-
ción (otro despilfarro), puede ser
una oportunidad de adquirir capaci-
dades ampliamente demandadas.
Es más, en un país con una econo-
mía estancada y con predicciones
que anticipan otra década de medio-
cridad, la combinación de ese orgu-
llo familiar y el esfuerzo individual
retratado por casualidad en la TV
puede ser clave para mucho joven
que quiera progresar.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Lo que dejó la Parada

El Chile profundo

es de gente que

quiere salir adelante

en base a esfuerzo.
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